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SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 14 minutos) 


- Previamente quisiera informar a la Comisión, a efectos de poder tomar una decisión, que en el día de ayer mantuvimos un 
intercambio de ideas en una reunión informal con los integrantes de la Comisión y en virtud de ello proponemos que en la sesión de 
hoy nos atengamos a un determinado horario. El señor Peri Valdez tendría una hora para exponer —si así lo requiere-; vencida la 
misma, tendríamos otra eventual hora para que los señores Senadores hagan las preguntas que consideren del caso. Si no hay 
oposición, ese sería el esquema de trabajo. 


SEÑOR BRAUSE.- Quiero formular algunos comentarios que tienen que ver con la invitación recibida del doctor Peri Valdez y a la 
que esta Comisión resolvió hacer lugar y, por consiguiente, habrá de considerar en el día de hoy lo que el doctor Peri Valdez tiene 
para decir en un contexto que todos conocemos y que gira en torno a la instrucción de un sumario, ahora dos, como la Comisión ha 
tomado conocimiento; sumario que ha sido instruido por orden del jerarca a los efectos que se establezca en las resoluciones 
pertinentes. Conocido es también, señor Presidente, que el jerarca —Ministro de Educación y Cultura- cuando resolvió adoptar estas 
decisiones e instruir los sumarios que están en curso lo hizo en atribuciones propias del Poder Ejecutivo y, particularmente, 
asignadas a los Ministros de Estado por la Constitución de la República. En este sentido, en el artículo 181, numeral 6* se dice que 
los Ministros deben vigilar la gestión administrativa y adoptar las medidas adecuadas para que se efectúe debidamente e imponer 
penas disciplinarias. Frente a esto, señor Presidente, nosotros entendemos que en el contexto en el cual el señor Ministro actúa -de 
acuerdo con atribuciones expresamente consagradas en la Constitución de la República-, ni el Poder Legislativo ni el Senado de la 
República “menos aún esta Comisión de Constitución y Legislación- tienen atribuciones constitucionales para entender del asunto. 
A nuestro modo de ver, se está vulnerando el principio de separación de Poderes. No es el momento ni la circunstancia para 
abundar en lo que significa este principio pero lo cierto es que al interesarse esta Comisión por un asunto que está siendo instruido 
mediante sumario por el Poder Ejecutivo, vulnera normas constitucionales. Si se me permiten los símiles, de la misma manera lo 
estaría haciendo el Poder Legislativo si convocara a un funcionario del Poder Judicial que estuviera en este momento siendo 
sumariado por instrucción de la Suprema Corte de Justicia, como sería el caso -para dar un ejemplo de actualidad-, de que se 
convocara a esta Comisión al Juez Colmenero. Reitero, claramente en ese caso se estaría vulnerando el principio de separación de 
Poderes lo que, a todas luces, sería inconstitucional. En definitiva, si en el día de mañana el Poder Legislativo resuelve sumariar a 
un empleado de este Poder, sería inconstitucional que el Poder Ejecutivo convocara a este funcionario por cualquier consulta. 


De manera que está claro que, a nuestro modo de ver —lo hemos hecho conocer en anteriores sesiones de esta Comisión-, al 
considerarse por parte de esta Comisión la situación del funcionario Peri Valdez -a quien se le está instruyendo un sumario por 
parte del Poder Ejecutivo- se está, reitero, vulnerando el principio de la separación de Poderes. Además, a nuestro modo de ver, de 
procederse a recibir a este funcionario, que aún está sometido a la jerarquía del Poder Ejecutivo en su carácter de dependiente y 
está además comprendido en la Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal, la Ley N* 15.365, se estaría violando el numeral 5) del 
artículo 33 de dicha ley, que dice expresamente que el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación y los demás Fiscales 
deben abstenerse "de emitir y hacer públicos juicios o censuras, manifiestos o encubiertos, en sus dictámenes o por cualquier otro 
medio, sobre gobernantes o jerarcas del servicio; dar a publicidad o facilitar de cualquier modo la difusión de antecedentes e 
informaciones sobre cuestiones o asuntos de cualquier naturaleza de que conozcan, o en que intervengan o hubieran intervenido 
en razón de sus funciones", etcétera. 


De manera, señor Presidente, que no sólo se estaría vulnerando la Constitución de la República al recibirse al doctor Peri Valdez, 
sino que también las consideraciones que éste pudiere formular estarían violando la ley. A nuestro modo de ver, por tanto, desde un 
punto de vista estrictamente jurídico lo que se actúe en el día de hoy es nulo de toda nulidad. 


Alguna apreciación también cabe desde el punto de vista político, porque, al fin y al cabo, señor Presidente, somos políticos 
quienes integramos esta Comisión y el Senado de la República. En tal sentido, quiero señalar que con estas actitudes de parte del 
doctor Peri Valdez estamos en presencia de una situación que torna —desde el punto de vista político, insisto- absolutamente 
inviable que continúe en el cargo. 


Estas son mis consideraciones, entonces, desde el punto de vista jurídico —que valen, y vaya si valen— y también desde el punto de 
vista político. Pero sobre todo desde el punto de vista jurídico, al entender que estas actuaciones son nulas, adelanto que no habré 
de convalidarlas con mi presencia en Sala. De manera tal que anuncio que en la oportunidad en que ingrese el doctor Peri Valdez, 
me voy a retirar de Sala. 


SEÑOR KORZENIAK.- Obviamente he escuchado con mucha atención las consideraciones que ha hecho el señor Senador 
Brause, pero tenía entendido que la citación era especificamente para recibir al doctor Peri Valdez. Además, la argumentación que 
ha hecho el señor Senador Brause, aunque quizás un poco más contundente, es exactamente la misma que expuso en la sesión 
en que se discutió si se invitaba al doctor Peri Valdez. 


Quiero decir que rechazo de plano que sienta que estoy violando la Constitución porque propuse y voté que se invitara al doctor 
Peri Valdez. Señalo, además, que las comparaciones con la eventualidad de que la Suprema Corte de Justicia estuviera 
instruyendo un sumario y citara a un funcionario, son absolutamente descolocadas, porque la Suprema Corte de Justicia no tiene 
responsabilidad política ante el Parlamento y sí la tiene el Ministro. Lo que nosotros queremos ver —yo me quiero formar una 
opinión— es si el Ministro está actuando para mejorar el servicio o por presiones políticas por razones ajenas al servicio, para juzgar 
políticamente la conducta del Ministro, y no para resolver un sumario en el cual el Parlamento desde luego que no es competente. 


Por otra parte, la circunstancia de que el Senado no le haya encomendado a esta Comisión el citar a un funcionario, es un hecho 
absolutamente trascendido por una larguísima tradición. La Comisión de Asuntos Laborales, por ejemplo, se ha enterado de la 
situación de funcionarios destituidos que alegan persecución sindical y ha citado al Ministro, al Subsecretario, a los empleados 
destituidos o sumariados, etcétera, sin que jamás se haya dicho que está interviniendo y violando la Constitución. 


En cuanto a la referencia a que el Fiscal de Corte o cualquier otro funcionario de la Fiscalía no tendría derecho a hacer 
declaraciones críticas sobre superiores, me voy a referir específicamente a esta norma, pero lo quiero hacer claramente en 
presencia del doctor Peri Valdez. 


Por mi parte, voy a hacer una calificación muy fuerte: interpretar ese numeral 5* del artículo 33 de la ley, en el sentido de que una 
persona que está siendo sancionada no tenga derecho a criticar si cree que su superior está actuando por motivos espurios, revela 
un tono "fascistoide" muy claro. Esto es así en toda la Administración pública y en todas las interpretaciones que se han hecho. Una 
cosa es que una persona no tenga que estar haciendo críticas a sus superiores y otra es que no lo haga si ha sido afectada por las 
actitudes de un superior. ¡Bueno sería que no se le pudiera decir al Tribunal de lo Contencioso Administrativo que un jerarca que 
sancionó a un funcionario actuó con desviación de poder! 


Por consiguiente, rechazo tajantemente la afirmación de que la Comisión viola la Constitución por haber citado al doctor Peri Valdez 
para escuchar sus palabras. Repito que me resulta una actitud un poco tozuda la de repetir argumentos que hicimos en otras 
sesiones, pero no puedo dejar pasar la frase del señor Senador Brause en el sentido de que la Comisión está violando la 
Constitución, porque me toca muy de cerca. Afirmo tajantemente que eso no es así y que este Cuerpo no está haciendo más que 
cumplir con el deber de no formarse opinión sobre la actuación de un Ministro -y no ya del Fiscal de Corte- sin escuchar a todas las 
partes involucradas antes de hacer planteos políticos más espectaculares que el propio funcionamiento de una Comisión. No hay 
que olvidar que sobre esto se han manejado otras opciones como interpelaciones —tal como ocurrió en la Cámara de 
Representantes-, juicios políticos, etcétera. En tal sentido, me parece, reitero, que es mejor conocer más a fondo la situación que 
adoptar todo ese tipo de actitudes que acabo de mencionar. 


SEÑOR RUBIO.- No deseo prolongar esta deliberación, pero me parece que el señor Senador Brause debió haber hecho una 
advertencia sobre su posición, porque una cosa es oponerse a cierta decisión y otra muy distinta es que se impute, de alguna 
manera, una especie de agravio institucional y constitucional de esta envergadura, que incluso determine su retiro de Sala. 
Entiendo que desde el punto de vista del funcionamiento de esta Comisión debió haber hecho esa advertencia antes porque actuar 
así en este momento me parece absolutamente impropio, ya que deja en una situación incómoda a este Cuerpo que podría estar 
incurriendo en una especie de grosería desde el punto de vista constitucional, lo cual creo no viene al caso. 


SEÑOR BRAUSE.- En primer lugar, quiero manifestar qué descolocadas me parecen las argumentaciones del señor Senador 
Korzeniak, quien seguramente no entendió el fundamento que yo aduje. De manera que, más allá de otra consideración debo 
señalar que lo de tozudo no lo acepto. Asimismo, quiero insistir —por si lo de tozudez se dijo por mi insistencia en argumentos que 
ya explicité- en que esta sesión infringe normas constitucionales y legales clarísimas, ya que se está recibiendo a un funcionario 
sometido a sumario. En definitiva, si lo que está detrás de esto es saber qué responsabilidad política le cabe al Ministro —eso está 
bien y a eso sí tiene derecho este Cuerpo- entonces esperemos que se termine con la instrucción sumarial para después ingresar 
en otras consideraciones. Pero mientras tanto, no cabe duda de que aquí hay una invasión al principio de separación de Poderes lo 
que, a mi juicio, viola la Constitución de la República. El hecho de que se me diga que de la lectura clara y diáfana de la ley se debe 
interpretar algo distinto y que porque yo la leo tal cual es se afirme que se trata de una interpretación "fascistoide", me parece que 
es inadmisible. Creo que es al revés: hay que estar a la lectura clara de lo que dice la ley, que repito es muy clara y está en 
castellano. Insisto en que hay que atenerse a lo que dice la ley, porque interpretar otra cosa sí tiene un cariz y un matiz totalmente 
ajenos a la legalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con el Orden del Día, corresponde invitar al doctor Peri Valdez a pasar a Sala. 
(Ingresa a Sala el doctor Peri Valdez) 


- Antes de cederle el uso de la palabra para que inicie su exposición, queremos informarle al doctor Peri Valdez que la Comisión 
estuvo analizando aspectos formales, tales como el tiempo y los horarios a utilizar, y ha resuelto otorgarle un lapso de una hora 
para su disertación, luego de lo cual, si los señores Senadores lo consideran del caso, harían preguntas -o aseveraciones, si lo 
estiman pertinente- y se escucharían las respuestas correspondientes, para lo que se dispondría de otra hora. 


Ese sería el criterio general a seguir y rogamos acogerse a esos términos en la medida de lo posible. 

(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 

(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el doctor Peri Valdez. 

SEÑOR PERI VALDEZ.- Señor Presidente, señores integrantes de la Comisión: respondo con mucho gusto a esta convocatoria. 


El Parlamento, desde el mes de febrero, ha abierto sus puertas para el público tratamiento de problemas relativos a la situación del 
Ministerio Público y Fiscal, en ejercicio de las facultades de contralor que, naturalmente, tiene esta Comisión en los asuntos 
inherentes al funcionamiento del sistema judicial. No estamos, pues —y me consta que esta es la preocupación de los señores 
miembros de la Comisión- en el ámbito de estudio de un conflicto administrativo, del ingreso al análisis de las cuestiones que se 
ventilan ante un sumario de la Administración, sino que se asiste a una grave afectación orgánica, con riesgo para la estabilidad 
institucional, desde que la institución cuya jefatura directa ejerzo —hoy estoy suspendido en el cargo- representa los intereses 
generales de la sociedad en su actuación ante la justicia, por lo que constituye un cuerpo de enorme importancia para el 
funcionamiento del Estado de Derecho. Este intercambio podrá conducir, en etapas ulteriores, a un análisis más general sobre el 
funcionamiento del Ministerio Público uruguayo, sobre los modelos y concepciones que pueden estar en juego, porque estos son 
los temas sustanciales que subyacen en el desarrollo de esta situación. 


Destaco que en esta coyuntura es la primera vez que seré escuchado por el Estado para, fuera de instancias recursivas, aportar mi 
visión sobre la realidad. Ello indica claramente cuál es la forma y el esquema en que vienen desarrollándose estos dos sumarios, 
sin contemplarse adecuadamente las garantías del debido proceso, sin haber tenido previamente la oportunidad de ser oído y sin 
que, tampoco con posterioridad a la apertura de estos dos procedimientos, se haya notificado a nuestra parte sobre el desarrollo y 


práctica de pruebas y, consecuentemente, privándose así al sumariado de la posibilidad de estar presente durante las diligencias 
probatorias y, eventualmente, formular oposición. 


El día 16 de este mes presentamos ante las respectivas Presidencias de ambas Cámaras un Derecho de Petición, poniendo en 
conocimiento graves violaciones de la Constitución de la República cometidas por el señor Ministro de Educación y Cultura, a fin de 
instar —así dice el exordio de este escrito- el contralor del Poder Legislativo para que, eventualmente, se hagan efectivas las 
responsabilidades a que hubiere lugar. Este escrito, que contiene la individualización de cuáles son las normas que se reputan 
infringidas, es acompañado por una reseña de hechos, que básicamente contiene los siguientes capítulos: el ejercicio abusivo de 
las potestades jerárquicas por parte del señor Ministro de Educación y Cultura antes de imponerse el sumario; el ejercicio abusivo 
de las potestades jerárquicas por parte del señor Ministro de Educación y Cultura al disponerse el sumario; el ejercicio abusivo de 
las potestades jerárquicas por parte del señor Ministro de Educación y Cultura con posterioridad a disponerse el sumario. 


A esta altura, creo que es importante puntualizar que las consideraciones y fundamentos que hoy se expresen en esta instancia, a 
mi juicio, desde el punto de vista de Derecho Administrativo no deberían ser consideradas como actos de censura, sino como la 
motivación o la fundamentación complementaria a estos noticiamientos presentados ante las Presidencias de las dos Cámaras. No 
existen elementos subjetivos propios de una censura, sino que este es el ejercicio legítimo del derecho a noticiar al Parlamento 
hechos que merecen su atención por la enorme trascendencia y gravedad desde el punto de vista institucional. Digo esto en 
función de algunos trascendidos de prensa -ustedes saben que en estos días se inició un segundo sumario-; en el diario "El 
Observador" del jueves 25 de marzo aparece información en estos términos: "Peri va al Parlamento bajo advertencia de un tercer 
sumario. La ley del Ministerio Público prohíbe al titular de la Fiscalía emitir juicios sobre sus jerarcas". En este caso, los juicios que 
he de emitir, muchos de ellos son juicios críticos y muchos de ellos van a suponer una confrontación jurídica pero, reitero, son el 
legítimo ejercicio del derecho de defensa y, además, en este caso concreto constituyen —y en virtud de las sendas presentaciones 
del día 16 de marzo- la fundamentación de los noticiamientos de los que ustedes seguramente están en conocimiento. 


Me parece importante —y, señor Presidente, trataremos de ajustarnos al horario fijado- comenzar por los hechos posteriores al 
dictado de la resolución del primer sumario, el 12 de febrero. Hoy se han cumplido cuarenta y nueve días desde el inicio del 
sumario, cuarenta y nueve días en que estoy suspendido en el ejercicio de mi cargo y en estos cuarenta y nueve días no he 
recibido, hasta ahora, el noticiamiento de ningún acto administrativo salvo la convocatoria a citación en el primer sumario, que se 
ha reiterado para el día de mañana y para pasado mañana. O sea, el segundo sumario, como ustedes saben, no fue acumulado al 
primero, sino que se independizaron y ello ha dado motivo a una multiplicidad de actos. Aparentemente se han dejado de lado los 
principios de economía y de concentración que imponen que ante un fenómeno de conexión subjetiva, las dos actuaciones se 
hubieran unificado de manera de conferir vista por única vez, de convocar al sumariado en las situaciones que así fuera necesario 
y, fundamentalmente, de dictar una única decisión. Reitero que he sido citado para el Ministerio de Educación y Cultura para 
mañana por el segundo sumario y para pasado mañana a los efectos de que preste nuevamente mi declaración por el primer 
sumario. 


El mismo 12 de febrero, el mismo día en que se dictó la resolución y poco después de cumplirse la notificación, el señor Ministro de 
Educación y Cultura realizó un llamado a conferencia de prensa. Los artículos periodísticos de aquel momento recogen el resultado 
de esa convocatoria, en la que se difundió el contenido y el alcance de las medidas disciplinarias que se adoptaron ese día. Esta 
condena viola flagrantemente el principio consagrado en el artículo 7% de la Constitución de la República y 170 del Decreto N* 
500/91, en el que se dispone que el funcionario público sometido a un procedimiento disciplinario tiene derecho al respeto de su 
honra y al reconocimiento de su dignidad, y se presumirá su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad por 
resolución firme dictada con las garantías del debido proceso. No sólo no fueron reconocidas las garantías del debido proceso 
antes del dictado de esta decisión, que como veremos tiene un contenido atípico, anómalo, más propio de una decisión definitiva 
de condena que de un auto provisional de apertura de un sumario. Ya antes, reiteradamente, desde el Ministerio de Educación y 
Cultura se había incurrido en violación de estos principios inherentes a la persona humana. 


Al respecto, nos podemos remitir a los diarios de esa fecha y, en ese sentido, el diario "La República" dice que es la primera vez en 
la historia del Uruguay que se separa del cargo a un Fiscal de Corte, reseñándose luego en detalle los cargos que se imputan. Por 
su parte, el mismo diario en su edición del 13 de febrero, en su página 4 expresa: "Fulminante separación del cargo del Fiscal de 
Corte Peri Valdez". El diario ""El País"" de la misma fecha, en su tapa dice: "Separan del cargo e inician sumario al Fiscal de Corte. 
obierno sumarió y separó de su cargo al Fiscal de Corte. La resolución que separa del cargo se basa en una conducta marcada 
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por exceso de poder", haciéndose también una reseña de los cargos que allí se formulan. También en la misma fecha del 13 de 
febrero, el diario "El Observador" expresa: "Separan del cargo a Fiscal de Corte, Peri Valdés. La medida del Ministerio de 
ucación ultura es preventiva mientras se le realiza un sumario administrativo. inistro Guzmán acusó al titular de 
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Ministerio Público de “exceso de poder”. La defensa del Fiscal presentará un recurso", etcétera. Además, en la página 3 del mismo 
diario se anuncia: "Guzmán sumarió a Peri y lo separó del cargo". 


Esto es inadmisible. Esta convocatoria de prensa es una inadmisible violación del principio de la dignidad humana y de la 
presunción de inocencia. Todos sabemos el estigma que genera en un funcionario o en cualquier persona que públicamente se 
formulen cuáles son las imputaciones que se tienen contra la persona, sin darle antes la posibilidad de haber sido escuchado, de 
articular descargos o de producir pruebas. 


El segundo hecho de significación ocurre el 16 de febrero, y ustedes tienen presente que entre los hechos principales del primer 
sumario se identificaba el del funcionamiento del Centro de Apoyo, afirmándose que en este centro se almacenaba información de 
tipo secreta que vulneraba esenciales derechos humanos. Esto motivó que el 16 de febrero, la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes, con una gran sensibilidad, se constituyera en este Centro 
de Apoyo. En esa ocasión también estuvo presente el señor Representante lván Posada, quien se encuentra hoy aquí, y producto 
de un intercambio y del examen de la documentación que allí se manejaba, el diario "El País" del 28 de febrero manifiesta: 
"Respaldo de Diputados a tarea del Centro de Apoyo a Fiscales", y además se agrega que los señores representantes que visitaron 
esta unidad de trabajo, al cabo de una recorrida coincidieron en que el trabajo de esa oficina únicamente cumple funciones 
estadísticas enmarcadas en la legalidad, que la visita permitió a la Presidenta de la Comisión de Constitución, Legislación y 
Códigos de la Cámara de Representantes convencerse del trabajo que cumple la oficina y que uno de los asistentes quedó más 
que convencido de que en función de esto la separación del Fiscal de Corte había sido excesiva. La nota periodística dice también 
que los Legisladores concurrieron a la sede de la Avenida 18 de Julio acompañados por el señor Subsecretario, Daniel Berbejillo, 


quien había visitado el día anterior el Centro de Apoyo. Aclaro que era la primera vez que lo había visitado, porque ningún jerarca 
del Ministerio de Educación y Cultura había tomado contacto directo con esta unidad de trabajo. Entonces, a efectos de mejor guiar 
a los visitantes, el día previo se presentó por primera vez en este lugar de trabajo del Ministerio Público y Fiscal. 


Los días 17 y 28 de febrero, el señor Ministro de Educación y Cultura compareció primero ante la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes, y luego, convocado por la Comisión Permanente, 
el 28 de febrero fue interpelado. 


Sin entrar a analizar los puntos concretos materia de las preguntas del señor interpelante, de las intervenciones de otros señores 
Legisladores y de las respuestas dadas por el señor Ministro, nos permitimos destacar un punto que creo es de enorme 
trascendencia para la interpretación del contenido de ese primer acto de apertura de un sumario y demostrar que, justamente 
interpretado contextualmente —en especial, en función de las expresiones del señor Ministro vertidas ante el Poder Legislativo-, 
puede inferirse sin ningún esfuerzo que esta resolución es verdaderamente de condena, porque contiene juicios muy categóricos, 
no propios de una decisión provisional, a pesar de que en algunas oportunidades se utilice el giro "prima facie" o previsoriamente. 


En partes sustanciales de su exposición el señor Ministro dice que existen ilicitudes, ilegalidades, desbordes, exceso de poder, 
desbordamiento de la competencia, demasías competenciales, afectación del sistema de procesamiento y juzgamiento de los 
ciudadanos y se atenta contra los derechos humanos. Si hay ilicitudes y si existen todas estas anomalías, si el Fiscal es su autor —y 
así se ha individualizado por el señor Ministro- y si ya está así decidido, ¿cuál es el sentido que tiene seguir un sumario? Se 
encuentran, además, imputaciones específicas, respecto de las expresiones vertidas en el Primer Encuentro Nacional de 
Comisiones de Seguridad Barrial, a la actuación que me cupo en el Primer Encuentro de Ministerios Públicos del MERCOSUR, 
Bolivia y Chile, y al funcionamiento del centro de apoyo, entre otras atribuciones puntuales. O sea que bajo el ropaje formal de un 
auto provisional de apertura de sumario, se encubre verdaderamente un fallo de carácter definitivo. Creo que eso es muy 
importante a la hora de interpretar determinado texto -en este caso, la resolución del 12 de febrero-, tener en cuenta los elementos 
extratextuales y principalmente aquellos elementos que provienen del propio Ministro de Educación y Cultura, como las 
expresiones vertidas ante el Poder Legislativo. 


Consecuentemente, la medida de separación preventiva del cargo impuesta deviene en una verdadera sanción anticipada. Reitero 
que han transcurrido 49 días y hoy nos encontramos con que no sólo el Fiscal de Corte ha sido separado de su cargo, sino que ya 
ha sido sustituido por otro Fiscal, un Fiscal Nacional Civil que cuenta con la venia del Senado para desempeñarse en ese órgano, 
pero que viene cumpliendo —según nos hemos enterado por la prensa- actos inherentes a la función de un Fiscal definitivo. 
Además, estos actos no son de cualquier naturaleza, ya que se trata nada más y nada menos de dejar sin efecto, anular, casi el 
25% de un conjunto normativo que mucho esfuerzo ha costado a esta Fiscalía; no sólo a este Fiscal sino al titular y a un grupo de 
personas que ha tratado en estos años de colmar un gran vacío normativo y reglamentario. Mientras que, por ejemplo, en el Poder 
Judicial se cuenta con alrededor de 7.500 acordadas, hasta agosto de 1997 el ámbito reglamentario del Ministerio Público tenía 
muy escasas normas. Por tanto, nos pareció que era una necesidad funcional tratar de cubrir ese vacío y complementar las normas 
legales con el dictado de resoluciones. Reitero que doce resoluciones han sido dejadas sin efecto, de acuerdo con una 
fundamentación que a nuestro juicio es manifiestamente contraria a Derecho. En definitiva, esto nos está indicando que ha operado 
una sustitución en virtud de una sanción anticipada y que hoy eso está generando efectos jurídicos ciertos y positivos, consistentes 
en eliminar un valor esencial para el ordenamiento jurídico, que es el de la certeza, que impone que por razones de cautela y de 
prudencia un nuevo jerarca pueda abrogar normas anteriores en tanto ellas sean manifiestamente ¡legales y manifiestamente 
antijurídicas. Si el tiempo nos alcanza, trataremos de demostrar que lejos de ser ilegales, trataban de robustecer y de fortalecer la 
presencia institucional de los Fiscales de la República. 


Dentro de esta presentación del señor Ministro, quisiera referirme a un hecho de importancia, además de la emisión de claros 
juicios categóricos en el curso de sus dos comparecencias, los días 17 y 28 de febrero. El señor Ministro parece no conocer el 
conjunto normativo que está integrado por las normas de la reestructura y que son las que han dado base al funcionamiento de los 
nuevos servicios centrales, a partir del año 1999; me refiero al Centro de Apoyo al Ministerio Público Penal y a la Unidad de 
Fortalecimiento Institucional. 


El señor interpelante recordó al señor Ministro la existencia, en primer lugar, de una fuente legislativa general de la reestructura, 
que es la Ley N* 16.736, y que constituye el punto de partida normativo de la creación de dichos centros de trabajo, 
complementado por un conjunto de disposiciones que pueden resumirse así: la Ley dispone que las Unidades Ejecutoras de la 
Administración se reformulen y le impone el cometido al CEPRE, de manera específica; cuando el proyecto está autorizado, 
revisado y, en nuestro caso, diseñado por el propio CEPRE, lo eleva al Poder Ejecutivo. En este caso, pueden consultarse los 
Anexos 26-A y 26-B, entregados el día 16 de marzo; desde ya, solicito que se consideren parte integrante, tanto ese cuerpo de 
anexos como el escrito principal presentado, al que se adjuntaba ese material documental. El Decreto se eleva a la Asamblea 
General, por propia disposición de la Ley, y es sabido que pasados treinta días sin expresión del Poder Legislativo, puede 
comenzar la ejecución por tácita aprobación, que es lo que ocurrió en este caso. Así pues, estos pasos se cumplieron en su 
totalidad en la Unidad 019 del Inciso 11, Ministerio Público y Fiscal, dictándose los Decretos N* 240/97, 235/98 y 240/99. 


Finalmente, recordaba el señor interpelante que en la Ley de Presupuesto correspondiente al período 2000-2004, en el Cuerpo de 
Anexos, Tomo VI, se integra el Programa Estratégico de Gestión y Planes Anuales de Gestión, por Inciso y por Unidad Ejecutora. 
En el artículo 1% de la Ley de Presupuesto N* 17.296, se establece que "El Presupuesto Nacional para el actual Período de 
Gobierno se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y los siguientes anexos, que forman parte integrante de 
ésta"... Reitero que en el Tomo VI, Volumen l, se habla del Programa Estratégico y, dentro de él, al tratarse la Unidad Ejecutora 
"Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación", se mencionan, entre los centros de actividad, individualizado con el 
número 6, el Centro de Apoyo a las Fiscalías Penales. Aquí se indica cuáles son las metas; en el caso del Sector Pre-procesal, se 
habla de trasmitir el cien por ciento de las noticias policiales a la Fiscalía, en forma completa y oportuna, indicándose que su 
producto es la noticia policial, formulario UE compendio. Justamente, este es el formulario que fue tan cuestionado por el Ministerio 
de Educación y Cultura, afirmándose en forma inadecuada que la trasmisión de este formulario suponía una alteración del principio 
de independencia técnica porque contenía precalificaciones o pretipificaciones delictuales. Hemos sabido que hace muy pocos días 
el señor Ministro mantuvo una reunión con los señores Fiscales penales para plantearles o, mejor dicho, preguntarles acerca de 
cuáles podrían ser las modificaciones al funcionamiento de los Centros. Sugirió que una de ellas era la eliminación de este 
formulario, de este compendio, incluido como producto principal del sector preprocesal en la Ley de Presupuesto. La respuesta de 


los señores Fiscales fue negativa porque es una necesidad comprobada que un Fiscal, cuando ingresa al Centro de Instrucción 
Criminal, debe contar con un programa mínimo de trabajo ya que, de lo contrario, es tanto como pensar que quien defiende los 
intereses generales de la sociedad, que el acusador público, pueda iniciar su jornada de trabajo sin contar con el menú, con el 
programa de trabajo completo de ese día. 


También en este anexo se indica como meta del sector procesal del Centro de Apoyo, lograr el cien por cien de la procuración de 
las solicitudes realizadas, lograr la sistematización y la actualización del cien por cien de las causas por delitos inexcarcelables. El 
resultado de este trabajo de procuración y monitoreo constante de las cosas por delitos inexcarcelables es una nómina completa de 
presos. Estamos hablando de alrededor de 1.500 causas que son las que permiten, por ejemplo, ilustrar a la Comisión de Derechos 
Humanos de la Cámara de Representantes el panorama de la población carcelaria en forma trimestral, así como a la Comisión 
Tripartita que se encarga de este tema. Eso orienta, sin duda, al Legislador a la hora de la toma de decisiones. Este no es un 
Centro de almacenamiento de información que suponga la violación de derechos humanos sino que, por el contrario, el objetivo 
estratégico de la puesta en funcionamiento de este Centro es la tutela de dos derechos humanos fundamentales para el inculpado 
de delito, como es el derecho a ser informado periódicamente del estado de su causa. Esta es una tarea también conjunta de 
todos, pues no es una tarea exclusiva de ningún sector del sistema penal. También el inculpado tiene el derecho a ser juzgado 
dentro de un plazo razonable. Creo que el funcionamiento práctico de este Centro de Apoyo ha permitido, según los estudios 
estadísticos, constituirse en un factor coadyuvante que ha determinado que el plazo de duración de los procesos en los últimos 
cuatro años se haya reducido en cuatro meses, lo cual es de enorme significación. 


El día 3 de marzo se divulgó el contenido de la memoria anual que el Poder Ejecutivo eleva a la Asamblea General, en 
cumplimiento del artículo 168, numeral 5%, de la Constitución, que establece que el Poder Ejecutivo tiene la obligación de "informar 
al Poder Legislativo, al inaugurarse las sesiones ordinarias, sobre el estado de la República y las mejoras y reformas que considere 
dignas de su atención.". En esa memoria divulgada por los medios de comunicación el día 3 de marzo se dice que el señor 
Presidente encabeza el informe de la siguiente manera: "En mérito a lo establecido por la Constitución de la República, cumplo en 
remitir a la Asamblea General del Poder Legislativo el informe y memoria anual de las acciones llevadas a cabo por el Poder 
Ejecutivo durante el Ejercicio." Al finalizar el Mensaje se señala la memoria de las distintas Carteras que lo acompañan e informan 
sobre las acciones generales del Gobierno. No queda duda -porque así lo establece la Constitución y no podría ser de otra manera- 
que el Poder Ejecutivo informa al Poder controlador acerca de las acciones del Gobierno. Para que este pueda rendir cuentas 
acerca de las mejoras y reformas dignas de la atención parlamentaria es que solicita a cada Ministro que produzca el informe 
respectivo; a su vez, a cada Unidad Ejecutora se le ha requerido, por los jerarcas del Inciso, un informe sintético de las acciones 
anuales. Así fue visto por esta memoria anual, la que fue interpretada por algunos medios de prensa como contradictoria con los 
motivos por los que se había dispuesto la apertura del primer sumario. En concreto, en "El Observador" del día 3 de marzo se dice 
que en su informe al Parlamento el Gobierno reivindicó la acción del Fiscal de Corte; el Poder Ejecutivo es un inesperado defensor 
de Peri y el Ministro dijo que el Centro de Apoyo era ilegal, pero el informe oficial lo elogió. 


Realmente esta falta de concordancia, esta incoherencia, entre los motivos para la apertura del sumario y los motivos —que se 
presentan como dignos de elogio- que presenta el Poder Ejecutivo a la Asamblea General, es manifiesta y ostensible. ¿De qué 
forma el señor Ministro intenta explicar esta incongruencia? Mediante un comunicado publicado el 4 de marzo, donde dijo: "Ha sido 
regla general del Ministerio de Educación y Cultura respetar los informes producidos por cada jerarca". 


Sin embargo, esto no es así. A fines del año 2000, la síntesis de las acciones que elevó la Fiscalía de Corte fue de tres carillas y el 
Ministerio, según su propia evaluación como responsable político —como corresponde-, la redujo a cuatro renglones exactos: Anexo 
45 a, b, c y d. En el año 2001, la Fiscalía de Corte remitió un documento de una extensión similar al del año anterior que el 
Ministerio de Educación y Cultura redujo a ocho renglones y medio, donde resaltó solamente dos temas: capacitación y medio 
ambiente. O sea que también allí hubo un criterio de política gubernamental; reitero que es una responsabilidad del jerarca del 
Inciso seleccionar cuáles son las mejoras y reformas dignas de destaque ante la Asamblea General. 


En el año 2002, estando ya en funciones el señor Ministro Guzmán, las tres carillas elevadas fueron transcriptas en la Memoria 
Anual. Lo mismo ocurrió con el informe elevado en el 2003, donde las acciones destacadas por la Fiscalía también fueron incluidas. 
Entre ellas se destaca el funcionamiento del Centro de Apoyo, el funcionamiento de la Unidad de Fortalecimiento Institucional, el 
Primer Encuentro de Ministerios Públicos del MERCOSUR, Bolivia y Chile, y las Mesas de Trabajo sobre Prevención y Represión 
del Abigeato. Los puntos principales que dieron lugar a la formación del primer sumario son los mismos que el señor Ministro 
sometió a consideración del señor Presidente como dignos de elogio y son los que el señor Presidente de la República informa a 
este Poder del Estado como reformas destacables en nuestra Unidad Ejecutora. 


En esa explicación el señor Ministro incurre en el error de atribuir la autoría de la memoria del Poder Ejecutivo a los jerarcas de las 
Unidades Ejecutoras, porque si prosperara su tesis estaría verificándose una verdadera excusa de responsabilidad política a 
quienes deben leer, analizar y extractar. Ellos son, justamente, los Ministros de Estado en primer término y el Poder Ejecutivo 
formalmente conformado. Los contenidos de la Memoria que llega al Poder Legislativo son atribuibles exclusivamente al Poder 
Ejecutivo; ninguna otra interpretación se puede admitir. Lo que postula el señor Ministro implica que la Memoria del Poder Ejecutivo 
sea una publicación de tipo colectiva, en la que subyace el eximente de responsabilidad política, tanto de los titulares ministeriales 
como los del órgano del Poder Ejecutivo. 


Estimo que este Capítulo de la Memoria Anual es de enorme significación, porque no podemos pensar en que la inclusión del 
funcionamiento del Centro de Apoyo, de la Unidad de Fortalecimiento Institucional, del Primer Encuentro de Ministerios Públicos del 
MERCOSUR, Bolivia y Chile, y del funcionamiento de las Mesas en torno al tema de la prevención y represión del abigeato sean 
producto de una inadvertencia y menos producto del ánimo de respetar estrictamente el criterio del Jefe de la Unidad Ejecutora, 
cuando se trata de acciones que han sido refutadas por el señor Ministro de Educación y Cultura como irregularidades o excesos 
competenciales. No es admisible que si esos hechos merecen esa tipificación por parte del señor Ministro, se haya admitido 
incluirlos en la Memoria que el Parlamento nacional recibe. 


El 2 de marzo esta Comisión resolvió convocarme para el día 10 de marzo a partir de una solicitud que cursé al señor Presidente a 
efectos de que esa convocatoria se realizara por la vía del Ministerio de Educación y Cultura. La respuesta a esa convocatoria fue 
una nota del señor Ministro en la que se evaluaba, en síntesis, de inoportuna la comparecencia de este Fiscal ante este órgano 
legislativo. 


Entendemos que por esta vía se procuraba sustraer del conocimiento de esta Comisión del Parlamento y de la ciudadanía la 
versión del compareciente que hasta el día de hoy no ha podido ser dada ante un órgano del Estado. Además, se retaceaba la 
posibilidad de informarse a la ciudadanía objetiva y ampliamente con el aporte de la versión del Fiscal de Corte sobre los hechos 
configuradores de la grave situación institucional. Sabido es que el derecho a informar y ser informado tiene rango constitucional y 
su titularidad corresponde a todas las personas y el Estado debe garantizar el acceso a la información a través de todos los medios 
que estén a su alcance. Esta dinámica —Estado, comunicación, sociedad- que favorece al sistema de contralor popular de las 
instituciones resultó, a nuestro juicio, que no tenía en cuenta la respuesta Ministerial. 


El 18 de marzo fuimos notificados de la iniciación de un segundo sumario que está referido, en síntesis, a algunas actuaciones de 
coordinación entre el Ministerio Público y Fiscal y el Ministerio del Interior. El análisis de cada una de las atribuciones que se 
formulan no corresponde que en esta instancia sean tratadas pero sí quisiera destacar por su enorme trascendencia, porque así 
fue hecho en la anterior sesión de esta Comisión, que este segundo procedimiento no se acumuló al ya abierto con fecha 12 de 
febrero, como hicimos referencia anteriormente, y que da la conexión subjetiva. Reiteramos que este segundo sumario debió 
acumularse a aquella pieza de manera de tramitarse en forma conjunta y resolverse a través de una única decisión. Nada justifica 
que ante este fenómeno de conexión y de acuerdo a la regla general del artículo 61 del Decreto 500 no se siga la regla de unidad 
de trámite y resolución, máxime si se tiene en cuenta que la acumulación contempla más adecuadamente los principios generales 
de economía, celeridad y eficacia y permiten resolver la contienda con un mínimo de energía y que sean resueltos de una vez en 
un único expediente en tanto no medien razones objetivas que impidan o dificulten notoriamente la concentración de los dos 
trámites. La importancia que tiene esta omisión de acumular estos dos procedimientos radica, a nuestro juicio, en que sin duda 
aumenta las tensiones, se agudiza la situación de afectación y de indeterminación y de incertidumbre orgánica, funcional y 
personal. Y la pregunta que fue formulada en el seno de esta Comisión y que se formulan los periodistas que hoy me consultaban 
es si este sumario puede dar lugar a una nueva suspensión y que se acumule, entonces, el período de seis meses a otro período y 
si eventualmente se inicia un tercer sumario. La situación de incertidumbre e indeterminación supone, a nuestro juicio, una muestra 
más de lo que es el ejercicio abusivo de las autoridades, de la jerarquía, por parte del señor Ministro de Educación y Cultura. Esta 
resolución causa, por otra parte, otra serie de agravios que ya hemos expresado en su oportunidad. Se vuelve a reiterar la 
asignación del sumario a funcionaria de inferior jerarquía. Justamente en ese punto comparto la opinión del señor Presidente de 
esta Comisión en cuanto a que una de las garantías esenciales del debido proceso —-que se había desconocido en el primer 
sumario- es que la asignación de la sumariante debe respetar la regla y principio general del Derecho Administrativo en cuanto a 
que el sumariante tenga por lo menos igual jerarquía que el sumariado. En el caso del Fiscal de Corte se encuentra equiparado — 
por la Ley N* 15.804- al cargo de Ministro de la Suprema Corte de Justicia y presupuestariamente al cargo de Ministro de Estado. 
La sumariante designada en el primer caso se trata de la Directora General, cargo de particular confianza, Actuaria del Poder 
Judicial, de un Juzgado de Paz. En términos de esa equivalencia de cargos, en la actualidad una Actuaria de un Juzgado de Paz es 
quien está dirigiendo el sumario del Fiscal de Corte equiparado al cargo de Ministro de la Suprema Corte de Justicia. Y si las 
garantías querían cubrirse a través de la asignación de un profesor en materia constitucional, esas garantías han caído porque 
todos sabemos que el doctor Gonzalo Aguirre ha renunciado al cometido encomendado por el señor Ministro de Educación y 
Cultura. Entonces, si la equiparación de jerarquías pretendía alcanzarse mediante la sumatoria de la figura de la Directora General 
con la del doctor Gonzalo Aguirre, también ese conjunto humano se ha roto. Sin embargo, se ha seguido trabajando en la 
investigación a nuestras espaldas a pesar del reclamo que verbalmente y por escrito hemos formulado. Esta parte es un verdadero 
sujeto espectador y nos enteramos de las pruebas que se van produciendo a través de la prensa. A través de ese medio nos 
enteramos del registro e incautación de instrumentos en el Centro de Apoyo y del interrogatorio de los funcionarios y también del 
interrogatorio a distintos Fiscales que en un fin de semana y en un plazo de 24 horas debían responder por correo electrónico 
cuestiones de puro Derecho que, como ustedes saben, no son materia de la prueba, la que, en principio, debe versar sobre las 
cuestiones de hecho, sobre las cuestiones fácticas, pero no sobre cuestiones de Derecho. 


El día 17 de marzo se divulgó en el diario "El País" una noticia que creemos de suma importancia, la que luego fue recogida por el 
semanario "Caras y Caretas". Concretamente allí se decía que el señor Ministro de Educación y Cultura habría incurrido en no 
ajustarse a la verdad al dar respuesta a una de las preguntas formuladas en el curso de la interpelación, referido al traslado de una 
Fiscal nacional. En el semanario que hemos mencionado se dice que el Ministro ya había tenido que explicarle a la Fiscal Guianze 
que nunca había pedido su desplazamiento y que sólo había pedido el nombramiento de Ana Lima. Y la doctora Guianze había 
dicho a sus pares Fiscales lo que el Ministro le había dicho y éste tuvo que telefonear a la Fiscal para decirle que ella había 
entendido mal y que suele ser muy claro y preciso en lo que dice, y le manifestó que quien había intervenido era el doctor Leonardo 
Costa, y entonces este periodista le preguntó a Costa, etcétera, etcétera. 


El señor Ministro dio explicaciones también en forma pública, expresando que los términos de esa supuesta conversación 
mantenida con la Fiscal Guianze no habría sido en esos términos. Pero en primer lugar, quiero ser muy claro al respecto: lo que 
aparece en estas noticias de prensa es efectivamente cierto en cuanto a que el señor Ministro de Educación y Cultura sobre el mes 
de abril y una vez dictada la sentencia en segunda instancia confirmatoria del procesamiento del doctor Juan Carlos Blanco, me 
hizo el planteo de la conveniencia y la necesidad del traslado de la doctora Guianze, habida cuenta de que la doctora Guianze 
había incurrido en un error de Derecho. Mi respuesta fue que con independencia de lo que se entendiera sobre el punto, lo cierto es 
que no estábamos frente a un error grosero, frente a un error manifiesto, frente a un error que estuviera fuera del ámbito de la 
duda, fuera del ámbito de la discusión, porque la tesis jurídica de la doctora Guianze había sido recogida por un señor Juez de 
primera instancia. A su vez, la sentencia en primera instancia había sido confirmada por un Tribunal de Apelaciones, por lo que de 
ninguna manera podía aceptarse que este era un caso de error de Derecho que justificara un traslado horizontal. O sea que ratifico 
la versión periodística y afirmo categóricamente que el señor Ministro de Educación y Cultura faltó a la verdad al declarar ante la 
Comisión Permanente y ante la pregunta formulada por el Diputado Iván Posada acerca de este hecho concreto. Y creo que esta 
es una circunstancia fácilmente comprobable porque, aparentemente, también otra Magistrada, otra Fiscal de la República habría 
recibido directamente del Ministro Guzmán la versión de que, efectivamente, hubiera solicitado este traslado de la doctora Guianze. 


El día 19 de marzo el señor Ministro de Educación y Cultura dio posesión del cargo, en un acto público celebrado en el Salón de 
Actos, según nos enteramos por la prensa, a cuatro Fiscales Letrados que habían sido propuestos por este Fiscal en el mes de 
mayo de 2003 y a una Fiscal Nacional propuesta para ocupar dicho cargo también por este Fiscal en el mes de setiembre de 2003. 
En los documentos respectivos las propuestas pueden verse en los Anexos IV, V y VI. Recordamos que el 30 de diciembre de 
2003, a más de seis meses de la primera propuesta, el Ministerio de Educación y Cultura anunció que se remitiría el Mensaje 
correspondiente solicitando la venia para los mismos candidatos propuestos por mí en el mes de mayo. Esta demora, sin duda 
afectó el buen funcionamiento del servicio de las oficinas del Ministerio Público. Este hecho fue recogido en el diario "Últimas 


Noticias" del 25 de noviembre bajo el título: Caos en oficinas ante ausencia de seis titulares. Fiscales acusan al Ministro Guzmán 
de guardar los nombramientos en un cajón. El notorio distanciamiento -dice el artículo- entre el Ministro de Educación y Cultura, 
doctor Leonardo Guzmán, con el Fiscal de Corte, doctor Peri Valdez, que podrá derivar en el alejamiento de este último de su cargo 
—este artículo se escribe el 25 de noviembre- ha motivado notorias fallas en el funcionamiento de la Fiscalía, ya que hay seis 
nombramientos que requieren del visto bueno del Ministro, pero éste los tiene en un cajón, denunciaron fuentes cercanas a los 
representantes del Ministerio Público. 


Les aclaro —y el señor Presidente tiene conocimiento de esta situación- que los plazos razonables de tratamiento por parte del 
Poder Ejecutivo en estos últimos seis años pueden fijarse en un mes, porque, en ningún caso anterior se ha excedido ese término 
para el análisis, tratamiento y puesta a consideración del Senado de la República las propuestas del Fiscal de Corte. También le 
consta al señor Presidente que, en todos los casos, y reconociéndose la seriedad del trabajo de selección, se ha contado siempre 
con el otorgamiento de venia por unanimidad de los Miembros presentes del Senado en base a un criterio de selección, objetivo 
implementado, a partir de dos días después de mi regreso, a través del dictado de la Resolución A 3/97, que suponía la mayor 
garantía de los Fiscales en la materia de carrera, porque allí se fijaban reglas muy claras acerca de cuáles iban a ser las pautas y 
los parámetros tenidos en cuenta, desarrollando las normas generales previstas en la Ley Orgánica. Esa Resolución es, 
justamente, uno de los actos administrativos que el doctor Marcelo Brovia, en este período de subrogación ha dejado sin efecto; ha 
tocado, a nuestro juicio, nada menos que la norma que garantiza la independencia externa del Ministerio Público y Fiscal a través 
de un conjunto de pautas y de criterios que aseguraban que la carrera efectivamente fuera respetada. En tal sentido, reitero, 
contamos con una serie de antecedentes —diez procesos de selección- que han comprendido a casi setenta Fiscales; todos ellos 
han contado con la conformidad del Poder Ejecutivo, así como del Senado de la República. La norma básica sobre la que se 
desarrollaban esos procesos de evaluación, gestión y propuesta ha sido dejada sin efecto recientemente. 


Esta demora efectivamente afectó el funcionamiento de estas oficinas porque, entre las sedes del interior que carecían de titular, se 
encontraban importantes destinos como Río Branco y Chuy, con casi cuatro mil dictámenes anuales; la vacante de la Fiscalía Penal 
de Montevideo generada a raíz del procesamiento y posterior cese del doctor García Altolaguirre registró, en el último año, un total 
de dos mil ochocientos dictámenes y trescientas investigaciones presumariales, por lo que, sin duda, el título del periódico al que 
hacíamos referencia se ajusta estrictamente a la realidad, pues se producía una situación de grave afectación al funcionamiento de 
estos servicios. 


Finalmente, después de haber sido concedida la venia por la Comisión Permanente —reitero, el día 10 de febrero-, se dio posesión 
del cargo a estos Fiscales que ya están en funciones. 


Por último, el 23 de marzo - y llegamos al Capítulo final- se dictó “ese hecho ha sido difundido también por la prensa- un acto en el 
que se han anulado doce resoluciones dictadas por este Fiscal. Dice el diario "El País" del 27 de marzo que el Fiscal subrogante 
revocó doce resoluciones de Peri Valdez. El Fiscal Brovia entiende que esas disposiciones pretenden uniformizar a los Fiscales e 
imponer pautas de conducta. Lo cierto es que estas resoluciones son un imperativo de la reestructura. 


En cuanto a la propia reestructura, se establece expresamente que era una necesidad del Estado modificar una administración de 
tipo tradicional hacia una gerencial y que esta última debía basarse en la eficacia y en la eficiencia demostrada a través de 
resultados concretos. Todos sabemos que para contar con resultados debemos tener un sistema de recolección de resultados, que 
deben ser sistematizados, analizados y luego, difundidos. 


No quisiera tomarles más tiempo, pero quiero señalar que el Ministerio Público, a lo largo de estos seis años, ha emitido sus 
Memorias, que han llegado al Poder Legislativo todos los meses de febrero. En ellas, detalladamente se reseñan las actuaciones 
de todas y cada una de las unidades de trabajo, incluyendo, por ejemplo, el Centro de Apoyo y la Unidad de Fortalecimiento 
Institucional. Cada una de estas Memorias tiene un promedio de doscientas páginas. Aquí tenemos unas mil páginas de material 
informativo, que no sólo ha estado a disposición del señor Ministro de Educación y Cultura, sino también del señor Presidente de la 
República y de otras autoridades nacionales, también del ámbito académico, porque entendíamos que la forma en que la actuación 
del Ministerio Público en la concepción de real servicio a la sociedad podía operar, y que se interpretara que esta Rendición de 
Cuentas, que este Balance, como un acto de transparencia republicana, era a través de los resultados. Más allá de las 
percepciones subjetivas, estos resultados concretos que se muestran en esta Memoria, constituyen nuestra verdad institucional. 
Por encima de los mitos y por encima de las afirmaciones de tipo estigmatizante, aquí tenemos los resultados de nuestra 
institución. Esto ha demandado mucho esfuerzo y ha tratado, justamente, de cumplir con ese mandato del Legislador, así como con 
la concepción fijada por el Poder Ejecutivo en la reestructura, en cuanto a demostrar eficiencia y eficacia a través de resultados 
concretos. 


Ustedes podrán analizar en el cuerpo de anexos el informe quinquenal elevado al Ministerio de Educación y Cultura en enero de 
2003. Es el documento número 42 y allí ustedes podrán consultar y encontrar que el mismo contiene una síntesis de todas las 
acciones del Ministerio Público y Fiscal a lo largo de cinco años de trabajo. Asimismo, aquí están los principales resultados de la 
gestión. Por ejemplo, en materia de actividad judicial, en este período se han emitido 953.963 dictámenes; se ha participado en 
55.896 indagatorias penales; se han dictado 853 resoluciones en ejercicio de la Superintendencia Administrativa. En esa época se 
habían realizado 51 designaciones de Fiscales Letrados con gestión evaluada, de acuerdo a criterios técnicos y pautas legales 
reglamentarias; se designaron 26 Secretarios Letrados. Se han realizado 3.683 compras gestionadas; se ha rendido cuentas en 
173 oportunidades; se han reinstalado 39 Fiscalías en inmuebles que ofrecen mejores condiciones que los anteriores. 524 
integrantes de equipos técnicos han participado en eventos académicos organizados a nivel nacional; hay 133 integrantes de 
equipos técnicos que participaron en eventos académicos a través de convenios; 18 Fiscales han podido participar en becas en el 
extranjero. Se han compaginado y editado con nuestros servicios de impresiones 13 publicaciones institucionales. A su vez, 4.832 
personas han asistido a 23 video-conferencias; se han celebrado cuatro convenios de capacitación a nivel nacional y cuatro a nivel 
internacional; 250 funcionarios se han capacitado en materia informática; se realizaron 81 instancias de evaluación de gestión de 
Fiscales y 233 instancias de evaluación de gestión de Fiscales departamentales a través de visitas y otros mecanismos. Veinte han 
sido los destinatarios de la información estadística, usuarios externos al Ministerio Público; se han producido 202 informes en 
materia jurídica por parte del Servicio de Información Jurídica; se han sistematizado 36 años de dictámenes de la jurisprudencia de 
la Fiscalía de Corte, un total de 5.155 dictámenes y se han cursado y recibido por parte del Centro de Apoyo, aproximadamente, 
13.116 noticias policiales sin que ello supusiera la alteración del orden y la formalidad de los juicios. 


El señor Ministro ha afirmado que el funcionamiento del Centro de Apoyo ha implicado una alteración del Código del Proceso 
Penal, una aplicación anticipada, y eso no es exacto porque el orden se ha mantenido respetando estrictamente el Código actual y 
el Centro de Apoyo recibe la noticia policial a los solos efectos informativos, pero nunca un Fiscal de la República ha recibido la 
noticia policial para tomar decisión sobre la situación del detenido ni sobre las pruebas a diligenciar. Las actuaciones que se habían 
venido cumpliendo hasta el año pasado -momento en que se realizó este informe- por el sector procesal del Centro de Apoyo del 
Ministerio Público, fueron 14.772. Tenemos 24 actuaciones de asesoramiento técnico en materia de medio ambiente; 75 nuevos 
equipos informáticos; se ha creado una página web que se ha desarrollado en estos dos últimos años y se han adquirido 62 nuevas 
licencias de programas informáticos. Se han realizado 114 reuniones de coordinación inter- institucional y 21 instancias de 
relacionamiento con la comunidad. Estos son los principales datos de gestión. Necesariamente, para contar con estos datos 
debimos establecer y se logró —lo hemos hecho en forma muy artesanal y con los mismos técnicos que venían cumpliendo 
funciones en el Ministerio Público, sin nuevos contratos y sin nuevas erogaciones-, un eficaz y eficiente servicio de gestión. Sin 
esos datos sería imposible realizar una objetiva evaluación de la gestión de los Fiscales que permitiera formular con motivación 
suficiente los actos de designaciones, traslados y promociones de los Magistrados de la institución. 


Una de las potestades más importantes del Fiscal de Corte en su actuación en el ámbito administrativo, sin duda, es la potestad 
reglamentaria de orden interno que deriva de la naturaleza misma de la jerarquía directa del Cuerpo, por supuesto, subordinada a 
las normas de mayor valor y fuerza. En el ejercicio de esa potestad reglamentaria, se han dictado reglamentaciones de deberes 
esenciales que también aparecen en este informe de gestión, precisamente en el Capítulo V. A vía de ejemplo, podemos hacer 
referencia a la necesidad de aperturas. En el año 1997 se dictaron resoluciones sobre la apertura de visteros en audiencias, la 
constitución de los Fiscales con competencia penal de turno en el lugar del hecho delictivo. Una cuestión de suma importancia es 
que, necesariamente, el Fiscal tiene que tener conocimiento de la ocurrencia de un hecho grave para constituirse de inmediato y 
constatar en el lugar la forma de ocurrencia de ese hecho. Encontramos que, justamente, una de las resoluciones recientemente 
derogadas hace referencia a este tema porque levanta la exigencia, el deber de los Fiscales con competencia penal de turno, de 
mantener encendidos sus teléfonos celulares durante las veinticuatro horas. Se trata de una necesidad básica; es como si a un 
médico de guardia se le permitiera apagar su celular cuando está de turno o guardia. 


En 1997 se reguló la forma de distribución de trabajo entre los asesores de las Fiscalías Letradas Departamentales y el 
cumplimiento de la obligación legal de residencia de los Fiscales Letrados Departamentales. En 1997 sólo un cuarenta por ciento 
de los Fiscales Letrados Departamentales residían en sus lugares de trabajo, mientras que el resto viajaba dos o tres veces por 
semana; es un hecho por todos conocido. Hemos regulado y asegurado el cumplimiento estricto de esta obligación, porque el 
Fiscal que representa los intereses generales de la sociedad, mal se puede desempeñar si no es en otra esfera espacial que en la 
de la propia comunidad del lugar donde cumple funciones. 


En 1998 se reguló el registro diario de audiencias civiles, la registración diaria, la actividad investigativa presumarial a los efectos 
meramente estadísticos, la forma de recepción de la noticia informativa preprocesal, la actividad de monitoreo y seguimiento de los 
procedimientos penales. Antes de 1997 los Fiscales no sabían cuáles eran los asuntos que estaban sometidos a su conocimiento; 
hoy, merced a un régimen de registración muy ordenado y uniforme, se ha logrado el conocimiento pleno de todos los Fiscales de 
cuáles son los casos que tienen bajo su conocimiento. Esta es otra de las circulares que se ha dejado sin efecto; es aquella que 
permite, a través de una actividad constante de monitoreo cumplida ante los tribunales judiciales, que el titular de la pretensión 
punitiva, quien es el titular exclusivo de la acción penal, el actor, tenga el conocimiento de cuál es el estado de la causa. 


En 1999 se reguló la subrogación por licencia o acefalía temporal en la titularidad de las sedes departamentales, los libros y legajos 
a llevar preceptivamente por las Fiscalías Letradas, el registro de notificaciones a llevar por esas sedes, visitas conjuntas entre 
Jueces y Fiscales con competencia penal de expedientes presumariales y en etapa de ejecución -producto de un acuerdo 
celebrado con la Suprema Corte de Justicia-, régimen de licencias extraordinarias, sistema de selección de Fiscales ante 
convocatoria de becas y cursos posgrados. 


En 2000 se reguló la forma de llevar los libros y legajos por las Fiscalías Letradas nacionales, la actualización de documentación 
referente a méritos de Fiscales Letrados Departamentales y adjuntos y Secretarios Letrados, notificaciones de sentencias de 
segunda instancia dictadas en expedientes tramitados en sede del interior, registro diario de audiencias civiles a llevar por las 
Fiscalías Letradas Departamentales. 


En 2001 se reguló la utilización de modelos de dictámenes Fiscales durante los turnos penales en el centro de instrucción criminal, 
la metodología de las reuniones de evaluación conjunta entre las autoridades con funciones de policía y el Ministerio Público. Estas 
reuniones también se han dejado sin efecto y eran de enorme importancia porque habían permitido a los dos sectores del Poder 
Ejecutivo comprometidos en el combate del delito, corregir a través del intercambio, cada uno manteniendo su rol, su papel, sin que 
se llegara a lesionar en ningún momento la independencia de los Fiscales. Como decía, permitieron corregir importantes aspectos 
en la gestión práctica de los dos segmentos del sistema penal del Poder Ejecutivo, que se tradujeron, en algunos casos, en el 
dictado por parte del Ministerio del Interior de sendas resoluciones. Por otra parte, este no es un mecanismo novedoso, ya que en 
el año 1992 el entonces Presidente de la República, doctor Lacalle, el entonces Ministro del Interior, doctor Ramírez y el entonces 
Ministro de Educación y Cultura, quien hoy preside esta Comisión, dictaron una resolución estableciendo la alta necesidad de 
desarrollar mecanismos de coordinación entre el Ministerio de Educación y Cultura y el Ministerio del Interior, entre los Fiscales y 
los Policías. Sabemos que el intercambio de información nunca va a suponer la lesión del principio cardinal de la independencia 
técnica; sería atentar contra la inteligencia de los Fiscales el suponer que, producto de reuniones de intercambio en las que 
analicemos casos concretos, modelos investigativos, podemos estar cediendo una parcela, una porción, de nuestras facultades de 
decisión. Por el contrario nunca hemos contado con la objeción de Fiscales. En ese sentido, ofrezco y pongo a disposición de la 
Comisión todas y cada una de las Actas que se han labrado en esas oportunidades de evaluación conjunta, tanto las que se han 
redactado aquí en Montevideo como las elaboradas en el interior. También pongo a su disposición informes de evaluación de los 
resultados positivos de estas reuniones. 


En el año 2002 se reglamentaron las causales de abstención -que alcanzan a más de un Fiscal Letrado Departamental de una 
misma sede-, el nuevo régimen de turnos semanales para las Fiscalías Letradas Nacionales de Menores, la organización de un 
procedimiento administrativo tipo para la organización y método de la gestión interna, la necesidad de contemplar muy 
especialmente en el proceso penal la situación de las víctimas de los delitos y las instancias de relacionamiento con la comunidad. 


En síntesis, este es un cuerpo normativo que trata de implementar en la práctica lo que era la filosofía, la concepción general de la 
reestructura del Estado, a través de una administración que pudiera asegurar una mayor eficacia en el control, una mayor eficacia a 
la hora de exhibir los resultados de su gestión. Justamente, este es un compacto normativo cuya aprobación parcial lesiona la 
totalidad del conjunto, porque ha sido dictado con un criterio progresivo, producto de la experiencia que hemos ido recogiendo a lo 
largo de nuestra labor como Fiscal de Corte. Entonces, el que una docena de normas hayan sido derogadas y anuladas, rompe ese 
conjunto armónico que constituyen las resoluciones a las que he hecho referencia. Creemos que estos son actos propios de un jefe 
directo que tiene carácter estable, pero no de un Fiscal civil que está cumpliendo una función de subrogación interina, y que si bien 
no existen límites legales expresos en cuanto a cuáles son los alcances de esa subrogación, es muy claro que razones de 
prudencia, de oportunidad y el principio de razonabilidad, conforme a las normas del sentido común, de la lógica y de la 
experiencia, indican que un Fiscal subrogante ha de cumplir aquellos actos esenciales y necesarios para el mantenimiento del 
servicio. El reexamen, el reestudio de normas que han costado un enorme esfuerzo de análisis, de reflexión, para establecer cuáles 
eran las cuestiones que debían ser reglamentadas, creemos que no son actos propios de un Fiscal subrogante, que en este caso 
está actuando con la venia otorgada para ocupar el cargo de Fiscal Nacional Civil, pero no con la venia otorgada para ocupar el 
cargo de Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, que tiene un sentido muy especial. 


Para redondear el asunto, diría que esta interacción que se establece entre dos Poderes del Estado y que se regula en los artículo 
168 de la Constitución de la República, particularmente en sus numerales 12 y 13, en el 236 y en todas las normas que requieren la 
concesión de la venia por parte del Poder Legislativo, supone que ni el Poder Ejecutivo ni ninguno de sus sectores puede actuar en 
esos ámbitos sin la correspondiente aprobación o el correspondiente consentimiento del Parlamento y que en todos esos casos, 
para que ciertos actos —en este caso las designaciones- adquieran completa validez, el Poder Ejecutivo requiere de la autorización 
o venia legislativa. La necesidad de esta venia implica una limitación a la autoridad del Poder Ejecutivo. En esa forma se toman los 
recaudos necesarios para impedir que la forma democrática de Gobierno dirigida parcialmente por el Ejecutivo, derive en una 
situación de afectación institucional —como en este caso- que, a través de la vía indirecta del apartamiento del Fiscal de Corte, a 
través de la aplicación de una sanción anticipada, se convierta en la sustitución fáctica del titular por otro Fiscal que está 
cumpliendo funciones inherentes y naturales al de un jefe estable. 


Señor Presidente: quedo a su disposición para dar respuesta a las preguntas que deseen formular. 


SEÑOR RUBIO.- En realidad, básicamente, me preocupan los aspectos institucionales y políticos y no los aspectos técnicos 
relativos a otros alcances en materia de sumarios, que no son, por lo menos, de mi competencia. 


Realmente estoy preocupado por clarificar dos puntos, uno en el que ha ingresado el doctor Peri y el otro que no ha sido 
mencionado. 


Hacia principios de junio del 2003 circularon distintas versiones en medios de comunicación acerca de la posibilidad de que se 
estuviera estudiando o en proceso de decisión el traslado de algunos Magistrados Fiscales que actúan en materia penal. Con el 
señor Senador Michelini, el 18 de junio formulamos un pedido de informes al señor Ministro de Educación y Cultura en el que le 
preguntamos: 1) si está a estudio de esa Cartera el traslado de algunos Magistrados Fiscales que actúan en la materia penal; 2) 
para el caso afirmativo, a) si dicha iniciativa es de responsabilidad del señor Ministro o proviene del señor Fiscal de Corte, b) si la 
causa de dichos traslados a estudio se encuentra en las respectivas actuaciones de esos Fiscales Penales en expedientes que han 
tenido pública notoriedad por distintas causas. 


Con fecha 15 de setiembre de 2003 el señor Ministro de Educación y Cultura, doctor Leonardo Guzmán, contesta: 1%) a la pregunta 
planteada en el numeral 1 respondo: ni a la fecha de recibir el pedido ni a la fecha de contestarlo han estado ni están a estudio 
traslados de Magistrados Fiscales con competencia específica en materia penal; y 2?) que como las preguntas del numeral 2 de 
nuestro pedido de informes fueron planteadas para el caso afirmativo, no correspondía contestar a ellas. 


Ahora, de acuerdo con lo que circuló en medios de comunicación y en otros ámbitos en esos días —que fue lo que suscitó nuestra 
preocupación-, ese traslado de Fiscales que actuaban en materia penal a los que nos referíamos, involucraban a la doctora 
Guianze y a otros Fiscales. 


Entonces, para mí este punto es de particular trascendencia porque el doctor Peri ha afirmado que el señor Ministro, en abril —o sea 
un tiempo antes y que habría dado lugar a estas expresiones públicas en medios un par de meses después-, luego de la 
rectificación de procesamiento del doctor Juan Carlos Blanco, le realizó al señor Fiscal de Corte el planteo de la conveniencia del 
traslado de la doctora Guianze, a lo cual el señor Fiscal le habría contestado de la manera que se expresó acá y, por lo tanto, el 
doctor Peri ratifica la versión periodística. 


Ese es un tema extremadamente delicado y grave. El doctor Peri ha dicho que el señor Ministro faltó a la verdad. En realidad, me 
interesa saber si entendí bien, porque, en ese caso, de acuerdo con su testimonio, habría faltado a la verdad no sólo ante la 
Comisión Permanente, sino también en la respuesta del pedido de informes que le formulamos dos Senadores en las 
circunstancias que he expresado. Esa es una pregunta que deseo formular porque quiero tener esto bien claro. O sea, me gustaría 
saber si el señor Ministro está diciendo la verdad cuando niega que haya existido la intención o el proceso por el cual se procuraría 
trasladar Fiscales actuantes en materia penal, por decisiones adoptadas. 


La segunda pregunta que quiero formular al doctor Peri, quien ha tenido la gentileza de concurrir a esta Comisión, es si las 
versiones periodísticas que han circulado relativas a que en el caso de la Jueza Doctora Lima existieron presiones de la Embajada 
norteamericana para que fuera designada como Fiscal, por la vía de planteos realizados por el señor Embajador de los Estados 
Unidos de América en el Uruguay al Presidente de la República, trasmitidos a través del doctor Leonardo Costa, tienen algo que ver 
con la realidad en el sentido de que habría existido la intención de propiciar, de alguna manera, que la persona del caso fuera 
destinada a otra sede y si, para ello, se realizaron planteos por parte de representantes de otro Estado, trasmitidos por algún 
conducto al señor Fiscal de Corte. 


Realmente tengo interés en que se clarifique este punto, porque considero que refiere a problemas que, a mi juicio, son muy 
trascendentes y que no tienen tanto que ver con este debate sobre el alcance de las competencias y otras cuestiones en discusión, 
sino con la independencia del Ministerio Público y Fiscal 


SEÑOR PERI VALDEZ.- Con respecto a la primera parte de la pregunta formulada por el señor Senador Rubio, reitero que, 
efectivamente, el señor Ministro de Educación y Cultura falta a la verdad cuando niega haberme formulado el planteo con relación 
al traslado de materia de la doctora Mirtha Guianze. 


Ahora pediría al señor Senador si puede reiterarme la fecha en que el señor Ministro, en la segunda parte de su contestación, hace 
referencia a la propuesta para cubrir la vacante de Fiscal Letrado Nacional en lo Penal. 


SEÑOR RUBIO..- En realidad, la pregunta era más genérica. El 18 de junio de 2003, ante los rumores existentes, preguntamos al 
señor Ministro si estaba a estudio de la Cartera el traslado de algunos Magistrados Fiscales que actuaban en materia penal. Y el 
día 15 de setiembre de 2003 responde que ni a la fecha del pedido de informes ni a la de la respuesta del mismo, han estado ni 
están a estudio traslados de Magistrados Fiscales con competencia específica en materia penal. 


SEÑOR PERI VALDEZ.- Tengo entendido que luego se agrega otra parte. 


SEÑOR RUBIO.- Efectivamente, a las preguntas que nosotros planteamos en el numeral 2, de si dicha iniciativa de traslados es de 
responsabilidad del señor Ministro o proviene del señor Fiscal de Corte, el señor Ministro contesta que estas preguntas —que eran 
para el caso de que se respondiera afirmativamente la primera- no corresponden, porque ya contestó que no habían estado a 
estudio tales traslados. Entonces, según entiendo —y aclaro que aquí estoy interpretando al señor Ministro-, no era ese un problema 
de su competencia ni de la del Fiscal de Corte porque —según entiendo, reitero- no estuvieron en cuestión planteos ni estudios de 
traslados de señores Fiscales con competencia en materia penal. Pienso que aquí las referencias temporales aluden al período; es 
decir, no se trata de tal o cual día, sino de ese período. 


SEÑOR PERI VALDEZ.- Pero además, según escuché, también en esa respuesta el señor Ministro hace referencia a que a esa 
fecha, 15 de setiembre, tenía a consideración la propuesta del señor Fiscal de Corte para la designación de un cargo de Fiscal 
Nacional. ¿Es así? 


SEÑOR RUBIO.- En respuesta al numeral tercero, el señor Ministro dice: "Dejo constancia de que el señor Fiscal de Corte, 
Procurador General de la Nación, hizo uso de la iniciativa que le reconoce el artículo 7”, apartado quinto, del Decreto-Ley N* 
15.365, para llenar cargos vacantes en Fiscalías Letradas del Interior de la República que actúan en todas las materias, así como 
en las Fiscalías de lo Penal de 10* Turno. Sus iniciativas serán consideradas con arreglo a los principios del Derecho Constitucional 
y Derecho Administrativo y en el orden de prioridades que resulte pertinente." A continuación, se despide. 


SEÑOR PERI VALDEZ.- En esa parte de la contestación al pedido de informes, el Ministro Guzmán dice que al 15 de setiembre él 
tenía a consideración la propuesta para cubrir la vacante de la Fiscalía Nacional Penal generada por el cese del doctor García 
Altolaguirre. 


SEÑOR RUBIO.- ¿No da los nombres? 


SEÑOR PERI VALDEZ.- Habla de una Fiscalía Nacional Penal; la única Fiscalía Nacional Penal que en el mes de setiembre estaba 
vacante era la Fiscalía dejada por el doctor García Altolaguirre, a raíz de su procesamiento y puesta en prisión. La contestación, 
entonces, contiene una inexactitud, no se ajusta la verdad, porque al día 15 de setiembre yo no había formulado, todavía, la 
propuesta para cubrir esa vacante; la resolución respectiva lleva el número 160/03, es el Anexo N* 5, y fue dictada el 17 de 
setiembre de 2003; esto es, dos días después de esa contestación y fue elevada al Ministerio de Educación y Cultura con fecha 23 
de setiembre. 


SEÑOR RUBIO.- Entiendo que el doctor Peri Valdez se refiere a la respuesta a nuestro pedido de informes del 15 de setiembre de 
2003 del doctor Leonardo Guzmán. En el numeral 3, el doctor Leonardo Guzmán dice: "Para llenar cargos vacantes de Fiscalía en 
Fiscalía Letrada del interior de la República que actúa en todas las materias, así como en la Fiscalía de lo Penal de Décimo Turno". 


SEÑOR PERI VALDEZ.-A esa fecha, la propuesta no existía. 


Con relación a la situación de la doctora Ana Lima, el día 11 de marzo de 2003 y en oportunidad de haber sido convocado por el 
señor Ministro de Educación y Cultura a efectos de ser notificado de una resolución del Poder Ejecutivo con relación al contenido 
de una publicación de distribución interna llamada "Aportes Jurídicos N* 6", antes de que ingresara el doctor Bervejillo, el señor 
Ministro dice que todas las reuniones mantenidas con el Fiscal de Corte las mantuvo en forma conjunta con el doctor Bervejillo. 
Esto no es cierto. Por lo menos en esta oportunidad, el doctor Bervejillo ingresó después y lo que ocurrió antes de su ingreso fue, 
justamente, un hecho vinculado a la pregunta que el señor Senador realiza, que es el planteo realizado por el Ministro Guzmán 
acerca de la conveniencia de que la doctora Ana Lima ingresara como Fiscal Penal en Montevideo. Mi respuesta fue por la negativa 
y la razón que le di fue que justamente había operado un gran cambio en lo que era la dinámica de nuestras designaciones porque 
durante mucho tiempo -entre los años 1997 y 2001, especialmente-, se habían creado muchos cargos en Montevideo, muchos 
habían vacado y la carrera era muy dinámica; pero, a partir del año 2002, la carrera se había convertido en una carrera estática y 
había expectativa cierta de Fiscales Letrados Departamentales con mucha antigúedad, expectativa cierta de Fiscales Letrados 
Departamentales con muchos méritos para ingresar a los cargos vacantes que se generarían, por lo que le di mi respuesta negativa 
al respecto. 


Sobre la parte a que usted hace referencia sobre supuestas presiones que el Gobierno, que la Embajada de los Estados Unidos de 
Norteamérica hubiera hecho, yo no las recibí directamente. 


SEÑOR KORZENIAK.- Antes de formular un par de preguntas —que son muy concretas-, quiero hacer una aclaración que no 
pretende romper las tradiciones de la Comisión, que delibera después de que escucha a los invitados. Si bien no estoy -ni de lejos- 
en condiciones de otorgar una especie de indemnidad al derecho del señor Fiscal de Corte de declarar todo lo que entienda que 
tiene que declarar —la Comisión tampoco tiene facultades para hacerlo-, quiero ratificar que le hago la pregunta porque entiendo 
absolutamente evidente que la interpretación de que una persona que está sancionada o en vías de sanción en un sumario, no 
tenga derecho a expresarse por el texto de una disposición que hay en el Decreto-ley Orgánico de la Fiscalía de Corte, me parece 
absolutamente impresentable. No conozco que en ningún sistema democrático se sostenga seriamente que una persona, por más 
obligación que tiene de guardar secreto funcional —ello está establecido en el Código Penal y todos los funcionarios públicos tienen 


el deber de guardarlo-, no pueda referirse al jerarca que la sanciona en todas las actitudes de defensa que tome. Reitero que 
quiero trasmitir tranquilidad al doctor Peri, en el sentido de que entiendo que esa interpretación es absolutamente clara. Es más, 
antes de formular la pregunta quiero recordar que allá por el 2001 —era la Carpeta No. 1284- estuvo presente en esta misma 
Comisión de Constitución y Legislación un Fiscal que hoy es el Fiscal de Corte interino, y lo hizo durante una hora y doce minutos, 
atacando al Fiscal de Corte y no hablando del motivo para el cual había sido convocado, es decir, para opinar acerca de la Ley de 
Violencia Doméstica. Eso fue así. Lo vinculó al artículo 25 del proyecto que se refería al Centro de Apoyo, pero hizo crudas 
manifestaciones y, además, estuvo fuera de tema. No recuerdo quién ejercía la Presidencia de la Comisión en aquel momento — 
creo que era yo-, pero por cortesía no le dijimos que se atuviera al tema y lo escuchamos. 


Entonces, ni el Fiscal de Corte —creo que para bien- hizo la interpretación de que este artículo 33, numeral 5%, permitía que se lo 
sancionara por haber hecho manifestaciones críticas respecto a un superior ni al señor Ministro Guzmán se le ocurrió que no lo 
podía poner de Fiscal interino y que tenía que iniciarle un sumario porque había hecho manifestaciones críticas en oportunidad de 
haber dictado algunas reglamentaciones referidas al Centro de Apoyo. Esto me parece impresentable. Insisto en que esto no es un 
salvoconducto de indemnidad para que, de pronto, el Ministro resuelva iniciar un tercer, cuarto o quinto sumario porque el Fiscal de 
Corte haga declaraciones que critican a su superior. Pero repito que no conozco un solo autor uruguayo ni extranjero —ni siquiera 
del período de la Alemania nazi, del que no podemos ni hablar-, incluso del período de los juristas italianos del fascismo, que haya 
sostenido que estas reglas rigen cuando una persona se está defendiendo. Porque si digo que me sancionaron con desviación de 
poder, tengo que criticar al que ejerció esa desviación de poder. Reitero que esto no es un salvoconducto, pero pediría que se 
tuviera presente que formulo las preguntas en el entendido de que no comprometo la situación del Fiscal de Corte. 


También previo a esta pregunta que voy a formular, quiero decir que después de la interpelación que el Diputado lván Posada 
realizó al señor Ministro en la Comisión Permanente me fui absolutamente convencido —y es la razón por la que hemos pedido 
escuchar al Fiscal de Corte- de que el señor Ministro no nos estaba diciendo la verdad. Resultaba ser una cosa tan fuera de lugar, 
tan descomedida la contradicción entre atacar, como elemento central de un sumario, a un Centro de Apoyo y Fortalecimiento 
Institucional y simultáneamente invocárselo al Parlamento como un mérito del Poder Ejecutivo, que me parecía casi impresentable. 
Reitero acá que conocía que ello venía en el informe; cuando se realizó la interpelación se estaba elaborando el mensaje anual y 
eso estaba ahí. 


Pero todavía más impresentable fue el pretexto. Realmente no puedo pensar cómo un Poder Ejecutivo puede decir "Mandamos 
eso, pero, en realidad, lo hacemos porque el Fiscal de Corte nos lo mandó a nosotros". Se trata de una irresponsabilidad 
institucional. 


En ese esquema pregunto al doctor Peri Valdez lo siguiente. ¿Alguna vez tuvo una sanción, es decir, una observación grave con 
anotación en su legajo, sin haberle dado vista y sin haberle dado la oportunidad de presentar sus descargos? No me refiero a este 
sumario porque está formalmente iniciado, sino a alguna sanción o amonestación. 


La segunda pregunta que quería formular la he borrado porque ya ha sido expresamente contestada y tenía que ver con el caso de 
la doctora Mirtha Guianze. El hecho de la precisión hasta en la fecha me resulta absolutamente insólito; lo cierto es que siempre 
había oído comentarios, pero nunca había escuchado un testimonio concreto de una persona que dijera: "Sí; a mí se me insinuó, se 
me dijo, que hiciera el traslado de la doctora Guianze". 


¿En alguna oportunidad se le ha dicho —y hasta hay escritos que lo mencionan- o afirmado un concepto parecido a este: "Le 
ofrecemos al Fiscal de Corte irse a una embajada y si no vamos a sacarlo del cargo"? 


También quisiera saber si antes, después o concomitantemente con todas las escaramuzas que ha tenido con el señor Ministro de 
Educación y Cultura desde que empiezan conversaciones, insinuaciones o sumarios, el señor Fiscal de Corte ha recibido algún 
expediente en el cual exista actuación, como abogado particular, privado, del señor Ministro de Educación y Cultura actuando ante 
el Poder Judicial y que haya merecido un pase, una vista o un pedido de asesoramiento al Fiscal de Corte. 


Finalmente deseo preguntar si el doctor Peri Valdez conoce que el Poder Ejecutivo, a través de alguna de dos personas que serían 
el señor Presidente de la República o el señor Ministro de Educación y Cultura, haya insinuado o comentado la necesidad, la 
posibilidad o la conveniencia de que el doctor Pérez, Fiscal en Lavalleja, debiera ser trasladado. 


Estas son las interrogantes que quería formular. 


SEÑOR PERI VALDEZ.- En cuanto a si existió anteriormente una sanción impuesta sin concedérseme previa y necesaria vista, la 
respuesta es afirmativa. En la misma resolución del 30 de diciembre de 2003 a la que aludíamos, en la que se dispuso solicitar la 
venia a la Comisión Permanente para que se procediera a la designación de cuatro Fiscales Letrados departamentales, se dispuso 
"observar severamente al Fiscal de Corte y al titular de la Secretaría administrativa, cuya identidad deberá determinar la Dirección 
General de esta Secretaría de Estado, con anotación en el legajo." El motivo de la observación fue que los resúmenes de legajos 
funcionales elevados junto con la resolución que contenía las propuestas carecían de firmas que las autenticaran, Considerando 1 
y Dispositivo 1% de esa resolución que aparece en el Anexo N' 7, 


También se cuestiona por el señor Ministro de Educación y Cultura aspectos relativos al proceso de trámite interno de selección, 
aunque no aparecen claramente como determinantes de la sanción. El nexo lógico se establece entre la falta de firmas de los 
legajos funcionales y la observación. Efectivamente, no tuve oportunidad, antes de ser notificado de esa sanción, de ser 
escuchado. Se trata de una observación que fue calificada en la resolución como severa; no se confirió ninguna vista previa y es 
conocido que la vista antes de la sanción integra la garantía esencial del debido proceso. Así se lo expresamos por escrito al señor 
Ministro de Educación y Cultura y también aparece consignado en el Capítulo 227 del escrito presentado ante esta Comisión. A 
nuestro juicio, fueron violentados los artículos 7, 8, 10, 12, 66, 72 y 332 de la Constitución de la República y decreto 500/91, 
artículos 22, literal l, 5%, 168, 170 y 171, por lo que, en consecuencia, la sanción, amén de estar afectada por gruesos errores de 
Derecho, está viciada de nulidad absoluta y, por ende, insubsanable. Por otra parte, esta sanción fue dictada en violación del 
principio de independencia técnica, porque la independencia técnica consagrada en el artículo 2% no sólo alcanza la esfera de 
actuación judicial, sino también la esfera de actuación técnico-administrativa del Fiscal de Corte. El acto más importante en este 
ámbito de la actuación administrativa es, justamente, la actividad de formulación de las propuestas, por lo que la forma, 


condiciones, fundamentación, en tanto no sean una manifestación muy clara de ilegitimidad, forman parte de la independencia 
técnica del Fiscal. 


Además, esta sanción no guarda motivos proporcionados ni relevantes, pero también es una clara muestra de la incongruencia en 
la que se incurre en este acto administrativo desde que, por un lado, se ordena pedir las venias al Poder Legislativo y, por otro, se 
disponen severas observaciones en virtud de estos supuestos defectos de procedimiento. La resolución dice que "no se permitiría a 
la más modesta oficina". Si esos defectos hubieran tenido esa relevancia, evidentemente que el señor Ministro de Educación y 
Cultura hubiera estado impedido de dar andamiento, de ponerlas a consideración del señor Presidente de la República para que 
este las remitiera a la Comisión Permanente. En la resolución se dice que el pedido de venia responde a razones de servicio y 
nosotros afirmamos que frente a defectos de esa envergadura en la tesitura del Ministro no puede haber ninguna razón de servicio 
que justifique que el Poder Ejecutivo remita a otro Poder del Estado documentos cuya autenticidad se presume o se establece que 
no está acreditada. Tampoco existe coherencia entre las observaciones hechas entre esta resolución del 30 de diciembre y la 
modalidad de actuación permanente del Poder Ejecutivo en los procedimientos de selección y propuestas cumplidas en los trámites 
anteriores a partir del mes de agosto de 1997, de contenido análogo al que se cuestiona en esa resolución del 30 de diciembre. 
Todas esas actuaciones anteriormente fueron homologadas oportunamente por el Poder Ejecutivo, aprobadas por el Poder 
Legislativo siempre por unanimidad de miembros presentes y nunca se formuló ningún tipo de objeción formal acerca de la 
modalidad, esquema o contenido de la resolución. 


Por otra parte, esa sanción supone, a nuestro juicio, una clara omisión del deber de subsanación a cargo del Ministro de Educación 
y Cultura, porque transcurridos siete meses, en primer lugar, el Ministerio de Educación y Cultura, si hubiera advertido que existían 
estos defectos, tenía un imperativo administrativo, el haber devuelto el material documental a la Fiscalía para que se procediera de 
inmediato a su subsanación. Si eso se omitió y en lugar de cumplir con la denominada "autocomposición" o "autosaneamiento", se 
detectaron los errores y no se pusieron de manifiesto para corregirlos y en su lugar se optó por la vía de la sanción, justamente, 
este sería uno de los motivos por los cuales nosotros sostenemos que el dictado de la resolución sancionatoria al 30 de diciembre 
es una clara manifestación de ejercicio abusivo de la autoridad administrativa. Esta, en definitiva, ha sido la impronta ministerial 
adoptada a partir del mes de setiembre del año 2003 en un cuestionario que se cursa por parte del Ministerio de Educación y 
Cultura acerca de expresiones vertidas en el primer Congreso de Seguridad Barrial celebrado el 22 de junio en Piriápolis en las que 
también se concreta una serie de actos a nuestro juicio absolutamente anómalos que conforman ese panorama general que 
describimos en nuestro escrito anterior y que calificamos como graves violaciones a la Constitución. 


En cuanto a la segunda pregunta, efectivamente, el día 18 de setiembre del año 2003 el señor Ministro de Educación y Cultura —y 
tal como se afirma en la parte introductoria del escrito presentado ante la Cámara de Senadores- me anunció que si yo no aceptaba 
el cargo de Embajador oportunamente propuesto, iba a iniciar un procedimiento administrativo. Me dijo muy claramente: "Esto es 
entre usted o yo. O se va usted o me voy yo, así que usted elija". Les aclaro que la reunión se había celebrado a mi pedido ante el 
señor Presidente de la República para procurar retomar el diálogo institucional y poder tratar las cuestiones funcionales dentro de 
un mínimo de armonía y de coordinación entre la Fiscalía y el Ministerio de Educación y Cultura. Ante la respuesta del señor 
Ministro de Educación y Cultura, le pedí que pusiera de manifiesto cuáles eran sus diferencias conmigo, y la respuesta fue: " Mire 
Peri, estas no son las instrucciones que yo recibí. Yo no voy a entrar a discutir con usted. Las visiones sobre el Derecho y el 
Ministerio Público son muy distintas y no voy a dar detalles". Ahí concluyó. Eso fue el día 18 de setiembre, último encuentro de 
intercambio funcional que tuvimos con el señor Ministro. 


Aclaro que esta reseña de fechas no es producto de una recopilación natural y espontánea sino que sabiendo que iba a ser 
convocado y consultando varias de las agendas, hemos logrado reconstruir dificultosamente cuál fue el orden de los hechos. 


En cuanto a la tercera pregunta, debo decir que en el mes de marzo el señor Ministro de Educación y Cultura presentó ante la 
Suprema Corte de Justicia y en representación del Automóvil Club del Uruguay un escrito de casación en el que, como ustedes 
saben, es preceptiva la intervención del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. Nos expedimos con fecha 17 de 
octubre en un dictamen en el que entendimos que no estaba comprometida la causa pública y que el alegado error de Derecho 
consistente en violación de garantía del debido proceso no se verificaba en ese caso. Así dictaminamos ante la Suprema Corte de 
Justicia. 


SEÑOR RUBIO.- ¿En qué fecha fue eso? 


SEÑOR PERI VALDEZ.- Como dije, el dictamen es del día 17 de octubre de 2003 y la comparecencia es del mes de marzo de 
2003. 


En cuanto a la última pregunta, relativa a la situación funcional del doctor Diego Pérez, no recibí expresamente ninguna solicitud de 
traslado por parte del señor Ministro de Educación y Cultura ni por parte de ningún otro integrante del Poder Ejecutivo. Sí existían 
visiones, ópticas confrontadas entre el señor Presidente de la República y mi impresión. El señor Presidente de la República 
defendía con mucha claridad y firmeza la actuación del señor Jefe de Policía Pose Sanmartín; por mi parte defendí también con 
mucha claridad y con mucha firmeza la actuación del señor Fiscal de Lavalleja, doctor Diego Pérez, trasmitiéndole al señor 
Presidente de la República mi más íntima convicción de que el doctor Pérez actuaba conforme a su leal saber y entender y no 
respondiendo a otros móviles que no fueran su intención de buscar la verdad y esclarecer los hechos. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quisiera preguntarle al señor Fiscal de Corte dos cosas. En primer lugar, quién le ofreció el cargo de 
embajador, en qué circunstancia y si puede recordar la fecha o por lo menos el mes. Esa sería la primera pregunta, es decir qué 
jerarca o qué persona le hizo el ofrecimiento de un cargo diplomático en el exterior y en qué fecha y si le dio alguna razón o 
fundamento para ese ofrecimiento, o si simplemente fue por razones de distinción dada su elevada jerarquía intelectual e 
institucional. 


En segundo término, voy a hacer otra pregunta que me parece muy importante. ¿Qué opinión le merece, desde el punto de vista 
técnico, el hecho de que se vuelva, por una disposición del Fiscal de Corte subrogante, al sistema por el cual a los señores Fiscales 
Letrados Penales se les remite exclusivamente una copia del parte policial y, eventualmente, se les comunica telefónicamente en 
caso de que se esté frente a un delito grave. 


No sé si me entendió esta segunda pregunta. Concretamente, quisiera saber lo siguiente. ¿Qué opinión le merece a usted, desde 
el punto de vista técnico y jurídico —pero fundamentalmente desde el técnico-, el hecho de que se esté cambiando en este 
momento el sistema de comunicación a los señores Fiscales Penales de Montevideo por el cual simplemente se les va a remitir una 
copia del parte policial —-del mismo que se le remite al señor Juez Penal de Turno- y que ante una situación grave se les dé la 
noticia correspondiente vía telefónica, sin perjuicio de la remisión del parte policial correspondiente. Dicho en otros términos, esto 
viene a sustituir al sistema de planillas que se les brindaba hasta la fecha a los señores Fiscales Letrados Penales en la Fiscalía de 
Corte a través del Centro de Apoyo. 


SEÑOR PERI VALDEZ.- Con respecto a la primera pregunta, cabe indicar que el ofrecimiento fue para ocupar un cargo de 
Embajador, formulado por el señor Presidente de la República. El me manifestó que entendía que esa era una forma, en primer 
lugar, de contemplar la necesidad de poner fin a esa contienda o situación de conflicto que se había generado con el señor Ministro 
de Educación y Cultura, que consideraba que ese conflicto no se podía extender. Por otra parte, también me manifestó que envía 
ese ofrecimiento para contemplar una situación personal, pensando en tutelar o en garantizar mi integridad personal de manera de 
evitar todo tipo de ulterioridades que podían estar vinculadas con una situación funcional como la que, en definitiva, se ha 
desencadenado. 


En cuanto a la segunda pregunta, creemos que el sistema de modificación de las comunicaciones va a restar eficacia y eficiencia a 
la acción de los Fiscales, porque es imprescindible que éstos, a la hora de actuar, comiencen la actividad investigativa con un 
panorama mínimo de su trabajo, y esto es lo que garantizaba la comunicación preprocesal impulsada por la Policía. 


SEÑOR GALLINAL.- He consultado al señor Senador Rubio y advierto que tiene la misma duda que yo, por lo que pregunto al 
doctor Peri Valdez a quién, en qué circunstancia y con qué objetivos se interesó ante el Fiscal de Corte por el Fiscal, doctor Diego 
Pérez, y el asunto que involucra al ex Jefe de Policía de Lavalleja. 


SEÑOR PERI VALDEZ.- Sobre el mes de abril recibí información acerca de que las relaciones entre el entonces Jefe de Policía de 
Lavalleja y el Fiscal, señor Diego Pérez, eran conflictivas y que se dificultaba la realización de algunos procedimientos en curso. En 
función de esa noticia es que entablamos un contacto directo y personal con el Fiscal Diego Pérez, quien me pidió que lo recibiera 
para ponerme al tanto de algunos hechos. Genéricamente me relata que había promovido el inicio de la investigación de un 
presumario en relación con algunos hechos, en apariencia delictivos, protagonizados por el Jefe de Policía, hechos de 
trascendencia, delitos no tradicionales y la conveniencia, para asegurar la eficacia de esa indagatoria, de que a esa altura de la 
investigación pudiera obtenerse la suspensión preventiva en el cargo del señor Jefe de Policía. Ello fue lo que determinó que 
tuviéramos un contacto por vía telefónica con el señor Presidente de la República, con el resultado que ya he manifestado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más preguntas, agradecemos al doctor Peri Valdez su concurrencia. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 33 minutos) 
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